Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 14 minutos) 
(Ingresa a Sala la delegación de profesionales universitarios ex presos) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado tiene el agrado de recibir a 
una delegación de profesionales universitarios ex presos, quienes manifiestan tener problemas a los 
efectos de acceder a sus derechos en la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales 
Universitarios. 


SEÑOR VIDART.- Somos un grupo de profesionales universitarios, y tenemos en común que todos 
fuimos detenidos durante el proceso cívico militar siendo estudiantes, es decir, antes de obtener la 
titulación. 


También tenemos en común que todos intentamos estudiar mientras estuvimos presos, pero 
nos fue prohibido; no tuvimos ninguna chance de hacerlo. Algunos compañeros salieron en libertad 
antes de la restitución democrática y también intentaron estudiar, pero tampoco pudieron porque no les 
fue otorgada la calidad de estudiante, por lo tanto, no tuvieron oportunidad de completar sus estudios. 
En realidad, todos nosotros recién pudimos hacerlo luego de la restitución democrática en 1985 
cuando, siguiendo la misma carrera que habíamos comenzado antes del proceso dictatorial, 
culminamos nuestros estudios en un plazo similar al que se requiere normalmente. Todos obtuvimos la 
titulación y, como bien es sabido, debimos afiliarnmos a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios para poder ejercer. 


El asunto es que, como la gran mayoría de nosotros obtuvo la titulación a edad avanzada, es 
decir, fuera de lo que es el promedio de edad, se nos hace realmente difícil completar el ciclo de años 
trabajados para poder acceder a una jubilación digna. 


El hecho es que estamos haciendo los aportes mes a mes, pero a la hora de jubilarnos no 
vamos a poder alcanzar ese beneficio. En mi caso -como soy el mayor de todos, mi caso es el más 
grave- tengo sesenta y ocho años de edad, me titulé de arquitecto a los cuarenta y cinco años, y recién 
podré jubilarme a los setenta y cinco años, lo que considero difícil porque a un hombre de mi edad no 
le es fácil conseguir trabajo. 


En consecuencia, nuestra inquietud es que no estamos en condiciones de acceder a una 
jubilación. 


Por eso presentamos nuestra situación a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios. Al plantear el problema, recibimos sensibilidad por parte de algunos de los 
integrantes de esa institución; de otros, no tanto, pero la respuesta que casi siempre se nos da es que 
falta el marco legal que habilite a que podamos acceder a este beneficio, porque es claro que no 
éramos universitarios en ese momento y, por ende, no estábamos considerados dentro de una 
determinada categoría. 


De esa manera, siempre estamos pidiendo excepciones. Evidentemente, lo que necesitamos 
es una excepción que nos contemple. 


Frente a todo esto, empezamos a hacer las gestiones, tratando de encontrar esa 
sensibilidad; hablamos con el doctor Miranda, director de la Dirección Nacional de Derechos Humanos 
del Ministerio de Educación y Cultura. Él nos autorizó a usar su nombre porque entendió que nuestra 
causa estaba realmente involucrada con un problema de violación a los derechos humanos debido a 
ese cercenamiento que padecimos en cuanto a la posibilidad de estudiar. Por esa razón, él nos sugirió 
que habláramos con las comisiones parlamentarias que tienen que ver con estos temas. Fue así que 


nos dirigimos a las Comisiones de Derechos Humanos y de Seguridad Social de la Cámara de 
Representantes, y ahora estamos haciendo lo propio con los señores Senadores. 


Como dije, nuestro objetivo es buscar sensibilidad y que nos ayuden a encontrar el marco 
legal para que podamos acceder a una vejez digna con una jubilación para la que hemos aportado y 
seguimos haciéndolo. En los hechos, se podría pensar que tal vez nunca veremos nuestros aportes 
en la medida en que no vamos a poder jubilarnos, a pesar de que estamos aportando una importante 
suma mensual. 


Si a los señores Senadores les interesa, trajimos una lista con nuestros nombres. Por ahora 
somos once los que estamos en esta situación; seguramente debe haber otras personas, aunque no 
creo que sean muchas más. 


A su vez, tenemos la versión grabada de la entrevista que mantuvimos con la Comisión de 
Derechos Humanos, y también la carta que oportunamente presentamos a la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones de Profesionales Universitarios. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos que nos entreguen esa documentación. Luego la Secretaría 
se encargará de repartirla a todos los Senadores integrantes de la Comisión. 


SEÑOR CASTELLANO.- Antes que nada, deseo agradecer a los integrantes de la Comisión por 
habernos recibido. 


Mi nombre es Gabriel Castellano; soy contador público, recibido luego de haber sufrido un 
proceso de encarcelamiento, al que le siguió la privación de la calidad de estudiante. Si sumamos 
todos esos años, eso me significó ocho años aproximadamente sin poder cursar estudios. 


Quiero destacar este último aspecto porque, en mi caso, me acogí al beneficio de la Ley 
N* 18.033, es decir, a la Pensión Especial Reparatoria -me anticipo a destacar que esta ley fue muy 
favorable para muchos compañeros, especialmente para aquellos que se vieron en una situación 
prácticamente de indigencia luego de su excarcelación y no pudieron reencaminar sus vidas 
adecuadamente- y posteriormente renuncié a ella; sin embargo, otros integrantes del grupo no lo 
hicieron. 


Entendemos que, la mejor forma de insertarnos en la realidad nacional es apostando al 
ejercicio de nuestra profesión, a la que accedimos con mucho sacrificio luego de la dictadura. 


Y en esa perspectiva, somos titulares de todos los impuestos que corresponde pagar: IRPF, 
IVA y Fonasa, además del mayor de todos los impuestos que pagamos: el aporte a la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios. 


En esas condiciones, nos encontramos en una situación en que tenemos aproximadamente 
veinte años de aporte a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, sesenta 
años de edad aproximadamente, y ningún derecho a la jubilación. 


Lo que quiero dejar en claro es que, en la medida en que no exista un marco legal que nos 
ampare, somos candidatos a acogernos a los beneficios de la PER como forma de vida, de jubilación. 
Pero también queremos dejar constancia de que parte de nuestra vida laboral queda traducida en 
aportes en la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, de lo cual no se nos 
devolvería absolutamente nada. Aclaro que estoy hablando en términos exclusivamente económicos, 
considerando los aportes que hemos realizado y de los cuales hasta los 70 años, en que percibiríamos 
una pensión por edad avanzada, no tenemos derecho a recibir nada. 


También quiero destacar el periplo que hemos realizado a lo largo de estos últimos años, en 
que hemos hablado con distintas autoridades nacionales. Dentro del Parlamento hemos asistido a las 
Comisiones de Seguridad Social y de Derechos Humanos de la Cámara de Representantes y, a nivel 


del Ministerio de Educación y Cultura, hemos estado con el Director Nacional de Derechos Humanos, 
doctor Miranda. De todo eso ha quedado de manifiesto la sensibilidad que mostró, en determinado 
momento, la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Representantes, que se dirigió al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Precisamente, voy a leer algún fragmento de la respuesta 
dada por esa Cartera con relación a nuestra situación, porque me parece que es bastante ilustrativa, a 
los efectos de buscar efectivamente alguna solución al problema. Dice lo siguiente: “Es de hacer notar 
que la solución a dicho planteo, desde nuestro punto de vista, no se encuentra en la actualidad 
contemplada en la legislación vigente. Por otra parte, la particularidad del funcionamiento del 
subsistema de seguridad social de profesionales universitarios (que no se encuentran en relación de 
dependencia) hace que su financiamiento sea, mayoritariamente, soportado por dicho sector 
profesional, por lo cual, cualquier respuesta definitiva sobre el punto necesariamente deberá realizarse 
sobre un cálculo de proyección actualizado donde se contemple: número de posibles beneficiarios, sus 
edades, expectativas de vida y otros factores que correspondan al caso. Esos factores deberían ser 
manejados por la persona pública no estatal que brinda el servicio jubilatorio: la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones de Profesionales Universitarios. En consecuencia, si la solución definitiva se encarara con la 
sanción de un proyecto legislativo sería, a nuestro juicio, imprescindible la consulta preceptiva a la 
mencionada institución.” Esta nota está firmada por el señor Nelson Loustaunau, Subsecretario del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que previamente había consultado a la Comisión Especial 
creada por la Ley N* 18.033, que decía lo siguiente: “Respecto de la situación planteada corresponde 
informar que la Comisión Especial en primer lugar debe verificar si en el caso se ha configurado la 
causal de amparo a la Ley N” 18.033, según el art. 1 de la misma. De configurarse dicha causal, 
corresponde reconocer todo el período entre que se configura la misma y con el máximo del 28 de 
febrero de 1985, a efectos del art. 2 como trabajados con servicios fictos. El art. 4 de la ley establece 
que la inclusión de los servicios reconocidos estará determinada por la actividad privada que el 
beneficiario desempeñaba a la fecha de configuración de la causal”. En resumidas cuentas, nosotros 
que éramos estudiantes y que vimos interrumpidos nuestros estudios por fuerza mayor sin poder 
recomenzarlos, obviamente vimos dilatada nuestra afiliación a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios. 


En lo personal, quiero destacar algo del contexto que me parece que influyó mucho. A 
personas de 40 años, con nuestro perfil -es decir, haber sido presos políticos- que no contábamos con 
demasiados cursos de posgrado, nos resultaba bastante difícil postularnos para trabajar en una 
empresa privada en relación de dependencia, por lo que, en la mayoría de los casos, tuvimos que 
ejercer bajo esta modalidad denominada “Servicios Personales fuera de la Relación de Dependencia”, 
en que los aportes a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios son 
absolutamente obligatorios. Tanto es así, que si no nos dan el certificado, en mi caso, no puedo ni 
firmar un balance. 


Quiero dejar también planteado otro problema. ¿Qué pasa con todos los años de aportes que 
llevamos realizados y qué posibilidades hay de que exista alguna forma de devolución de dichos 
aportes, por lo menos como forma de compensación por todos nuestros esfuerzos? Recordemos que 
posdictadura tuvimos la fuerza moral suficiente -luego de una experiencia muy penosa como la que 
padecimos- de volver a la Facultad, mezclarnos con generaciones muy posteriores a nosotros y seguir 
estudiando para lograr la tan ansiada titulación. 


Muchas gracias. 


SEÑOR VIDART.- Quizás sea un poco atrevido de parte nuestra lo que voy a decir, pero simplemente 
lo planteo porque puede ser una síntesis de nuestra aspiración. Tengo aquí un superborrador de un 
proyecto de ley que podría, de alguna manera, explicar nuestra situación. Creo que su valor se debe a 
que sintetiza lo que para nosotros sería valioso, con un fundamento que se encuentra al dorso del 
texto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión les agradece si pueden dejar una copia. 


SEÑOR CASTELLANO.- También quisiera dejarles la copia de la respuesta dada por el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, más allá de que puedan acceder a ella porque debe estar en la web. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Justamente, les íbamos a solicitar una copia de ese material. 


La Presidencia quiere aclarar que estaba hablando fuera de micrófonos con la Secretaría a 
los efectos de ver algunos antecedentes de acumulación de pasividades -con los aportes realizados y 
los años de trabajo- de forma tal de sumar todo y que de cada tramo se haga cargo la caja 
correspondiente. Por ejemplo, en el caso de los profesionales, una cuotaparte podría estar servida por 
la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios y, otra parte, por lo menos para 
quienes están percibiendo la Pensión Especial Reparatoria, por el Estado a través del BPS. 
Simplemente estábamos discurriendo acerca de esa posibilidad. 


SEÑORA VIGNA.- Como la señora Presidenta utilizó la palabra acumulación, voy a hacer una 
aclaración con respecto al régimen de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales 
Universitarios. Si nosotros queremos acumular años de otros trabajos en esa Caja, en vez de 30 años 
de aportes, nos solicitan 35, lo cual para nosotros -que somos viejos- es mucho más complicado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Esto también hay que tenerlo en cuenta. 
SEÑOR TAJAM.- Damos la bienvenida a los compañeros universitarios. 


En aquella época también sufrí persecución política, aunque tuve la suerte de poder exiliarme. 
Por tanto, mi situación comenzó a diferenciarse de la vuestra porque viví en México y pude seguir 
estudiando y trabajar. Al regreso tuve la posibilidad de que se me reconocieran los años que permanecí 
en el exilio y eso hoy estaría configurando la causal jubilatoria. No sé de qué manera se podría 
encontrar una solución similar para compensar los años que a ustedes les faltan. Me gustaría conocer 
cómo es el régimen para definir la pensión en la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales 
Universitarios. De todas maneras, me imagino que la jubilación que podrían percibir va a ser un 
promedio de los últimos mejores años, no sé si de los últimos diez o quince. Para configurar la causal 
jubilatoria debería haber un reconocimiento del resto de los años, aunque no sé si a otro costo. Se 
podría pensar en una situación parecida a la que planteé según la que se me reconocieron los años a 
un costo muy bajo, pero lo necesitaba como creo que lo necesitan ustedes. 


SEÑOR VIDART.- Precisamente, lo que el señor Senador plantea fue lo que nos unió. Todos nos 
presentamos a ese llamado con la aspiración de que quizás obtendríamos algo, pero fuimos 
rechazados. Esa fue la instancia en donde nos conocimos y a partir de ese momento empezamos a ver 
si podíamos lograr nuestro objetivo por otro camino. 


SEÑOR DA ROSA.- Voy a hablar en términos prácticos porque si bien considero que la legitimidad del 
derecho y del reclamo es absolutamente compartible, todos sabemos -y seguramente el contador lo 
entenderá mejor todavía- que muchas veces para encontrar una solución a este tipo de situaciones 
también se depende de determinados datos de la realidad. Me refiero a los costos que eventualmente 
pueda tener. 


Hay dos detalles que me parecen muy importantes a tener en cuenta en la evaluación del 
tema. En primer lugar, quisiera saber concretamente -algo ya nos adelantaron- cuántas son las 
personas que se vieron afectadas por esa situación y, en segundo término, a partir de qué momento la 
gente que han contactado y que conocen vivió la misma peripecia porque no es lo mismo el perjuicio 
que sufrió alguien que fue perseguido allá por los años 1976, 1977 o 1978, que quien tuvo un problema 
en los años 1983, 1984. Si bien es cierto que la ilegitimidad de la acción es la misma, evidentemente el 
perjuicio no es igual con respecto al 1% de marzo de 1985, que fue cuando en nuestro país se 
reestablece la vigencia plena del Estado de Derecho. Sería importante que nos aportaran esos dos 
datos -aunque sea aproximadamente- porque hacen a la viabilidad de cualquier solución reparatoria, 
sin cuestionar ni dudar, repito, la legitimidad del planteo que realizan. 


SEÑOR CASTELLANO.- El colectivo que integramos es pequeño y, además, necesariamente 
pequeño, y voy a decir por qué. Es verdad que hubo muchos profesionales y estudiantes que fueron 
encarcelados -diría que una gran cantidad de los presos políticos eran estudiantes al momento del 
encarcelamiento- pero no fueron tantos los que reunían todas las demás condiciones posteriores: llegar 


a la titulación  posdictadura, afiliarse a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales 
Universitarios -porque la inmensa mayoría continuó con su actividad laboral dentro de la relación de 
dependencia- y haber mantenido un vínculo con dicha Caja el tiempo suficiente como para poder, con 
los años compensados en una eventual legislación, llegar a reunir treinta años. 


Lo cierto es que hay un problema porque especialmente los que tuvimos penas cortas - 
tomando en cuenta las medidas de la época- al retomar la libertad nos enteramos que estábamos en la 
cárcel grande porque seguíamos teniendo algunas prohibiciones, como por ejemplo la de estudiar, 
pues se mantuvo la pérdida de la calidad de estudiante. En una palabra, la cantidad de años perdidos 
es muy parecida entre quienes tuvieron condenas largas y quienes tuvieron condenas cortas porque 
mediante mecanismos administrativos la dictadura nos cerró las puertas de la Universidad. Tengo 
documentación de puño y letra de la secretaria del Decano interventor de la Facultad de Ciencias 
Económicas de aquella época, que dice que no tenía derecho a concurrir a las clases ni siquiera como 
oyente. Y yo quería ese derecho porque como sabía que era inminente la reinstalación democrática, 
me venía bien adelantar un poco. Ni siquiera eso se me permitió hasta que no terminó la dictadura 
efectivamente. 


SEÑOR NIEVES.- Soy médico. Quizás mi situación sea algo diferente porque en nuestro ámbito se 
generaron otros espacios laborales que nos permitieron trabajar en relación de dependencia. Incluso, 
últimamente con la instalación del Sistema Nacional Integrado de Salud, es otra opción que tenemos 
en la cual podemos prescindir del aporte a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales 
Universitarios. No obstante, durante muchos años y en el caso de otras opciones laborales -como ser 
distintas especialidades- se hace como venta de servicios, practicando el ejercicio liberal de la 
profesión. Tengo la idea de que estudiantes de Facultad de Medicina hubo muchos, sobre todo al final, 
pero recibidos creo que en nuestro grupo hay un par de ellos, por lo menos que yo conozca. Me refiero 
a la última generación, a los últimos que cayeron presos. De ahí para atrás, la inmensa mayoría de los 
que conozco perdieron su carrera. 


Mi situación tiene alguna excepcionalidad. Estuve en la clandestinidad hasta el año 1981 que 
fue cuando caí preso, pero desde 1974 no rendí ningún examen, o sea que me recibí con 38 años y, 
como comprenderán, a esa altura es muy difícil pensar en los 30 años de aportes. 


SEÑOR SOLARI.- Deseo darles la bienvenida y expresar mi simpatía respecto del reclamo que nos 
han planteado. Quería formular cinco preguntas concretas y si bien algunas de ellas han sido 
planteadas parcialmente, las voy a hacer en orden para clarificar la información que necesito conocer. 


La primera pregunta que quiero hacer es si lo que entregaron en la Secretaría es, 
efectivamente, un proyecto de ley o un esbozo. Con relación a esta pregunta me da la impresión de 
que lo que más beneficiaría a nuestros invitados es un reconocimiento virtual de años como si hubieran 
sido años aportados, es decir que sería beneficioso que se les corriera el reloj para adelante. La 
jubilación profesional no se cuenta por años sino por fases, que son tramos y supongo que la mayoría 
de nosotros se encuentra entre los tramos de intermedio hacia arriba, por la etapa de la vida en que 
estamos. 


Como segunda pregunta, me gustaría saber cuánto fue el tiempo promedio de interrupción, 
por si lo que se necesita es un reconocimiento virtual. Los proyectos de ley tienen o pueden tener 
soluciones casuísticas o generales. También se puede pensar en tramos en los que la interrupción 
reconocible de la carrera haya sido, por ejemplo -aunque no digo que sean exactamente así- de menos 
de 5 años, de entre 5 y 10 años o de más de 10 años. 


La tercera pregunta que quiero formular es cuál es la fase de aportes en que se encuentran 
actualmente nuestros invitados. En definitiva, lo que importa es el reconocimiento de los años y que la 
fase en que puedan acceder a la jubilación no sea extremadamente baja, con lo cual la jubilación no 
signifique ninguna solución. 


La cuarta pregunta es cuál es la edad promedio estimada actualmente, porque eso tiene que 
ver con una pregunta que hacía el señor Senador Da Rosa sobre el cálculo actuarial. Pregunto esto 


para saber qué costo va a tener ese reconocimiento virtual. 


Por último, en términos generales, cuánto es ese adelanto virtual que les faltaría para poder 
acceder a la jubilación por la Caja de Profesionales. 


En resumen, lo que me interesa saber es: si hay un proyecto de ley; cuánto fue el tiempo 
promedio de interrupción; cuál es la fase o el tramo de aporte en que se encuentran actualmente en la 
Caja de Jubilaciones Profesionales; cuál es la edad promedio de los integrantes y cuántos son los 
años de aporte que les faltan para cumplir el requisito mínimo para jubilarse. 


SEÑORA VIGNA.- Algunas preguntas podríamos contestarlas, pero otras nos resultan más difíciles. En 
nuestro grupo, el menor tiene 58 años y el mayor 68. Creo que entre esas edades estamos todos. Con 
respecto a la categoría, debo decir que eso habría que analizarlo en el caso de cada persona porque 
hemos tenido distintas realidades. Los casos de algunas personas los hemos podido llevar por 
categoría, según se nos iban presentando de acuerdo con sus ingresos, pero tuvimos que detenernos 
en determinada categoría porque nuestros ingresos no nos permitían pagar más. 


SEÑOR SOLARI.- El objetivo no era que contestaran ahora estas preguntas, sino que para poder 
avanzar sería útil que nos hicieran llegar estos datos -que seguramente se pueden recoger con relativa 
rapidez- en una o dos semanas. 


SEÑOR VIDART.- En la lista que entregamos están todos los datos a que se refiere el señor Senador. 
Obviamente, se trata de una lista incompleta porque solo figuramos quienes estamos movilizados. 
Nunca se nos ocurrió hacer un promedio, aunque podríamos hacerlo. La cantidad de tiempo de 
suspensión de la posibilidad de estudiar, supongo que estará en un promedio de 7 años, ya que el 
máximo se da en mi caso, con 13 años. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Aclaramos al señor Senador Solari que esos datos se encuentran en una 
planilla que nos acaban de entregar y que se va a distribuir. 


SEÑOR VIDART.- Hay una última consideración en cuanto a que algunos tuvimos que acogernos al 
PER, pero el hecho concreto es que al jubilarnos por la Caja Profesional eso deja de ser reparatorio 
para transformarse en optativo, o sea que se trata de una cuestión que habría que valorar. Lo que 
deseamos es que lo reparatorio sea efectivamente reparatorio y no una jubilación anticipada, ya que 
reparatorio implica reparar un daño moral o algo por el estilo. Otra cosa que necesitaríamos es que no 
se tratara de alternativas optativas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Comprendemos ese planteo y por eso debo decir, como participante en la 
Legislatura anterior, que la idea del Poder Ejecutivo era lograr una ley de reparación integral que 
abarcara todos los aspectos, pero no era posible realizarla en aquel momento. Por esa razón, algunos 
Senadores tomamos la iniciativa de hacer algo que fuera entre reparatorio y jubilatorio, por llamarlo de 
alguna forma. Tal vez, la solución no fue la ideal, pero tomamos el camino que encontramos para 
iniciar, sobre todo, una compensación monetaria, económica, para algunas personas que estaban con 
muchas dificultades, lo que nos parecía muy injusto. Repito que no fue ni netamente reparatorio ni 
totalmente jubilatorio, fue un híbrido que pudimos elaborar en aquel momento para dar paso, más 
adelante, a la ley de reparación integral, que tal vez también sea incompleta. Quería decir esto porque 
se han transitado distintas etapas. Está claro que hay injusticias e inequidades de aquella época como 
la que nos están planteando, nunca fueron tomadas en consideración. Seguramente habrá otros 
aspectos en los que tampoco hemos pensado. 


Queremos agradecer la presencia de nuestros invitados y seguramente nos mantendremos 
en contacto en el caso de que surjan nuevas inquietudes, preguntas o más información para aportar. 


(Se retiran de sala los representantes de los profesionales universitarios ex presos.) 


Corresponde informar que en el orden del día de la sesión de esta Comisión figuran dos 
Carpetas respecto a las cuales pueden suceder dos cosas: votar que pasen a archivo o que, por el solo 
hecho de terminar el período 2011, sean archivadas automáticamente. En lo que me es personal, no 
me agrada la idea de votar el archivo de ningún proyecto - menos en este caso- por lo cual podemos 
comprometernos a que, una vez comenzado el nuevo período Legislativo, se proceda al desarchivo de 
los que queden pendientes este año. 


SEÑOR DA ROSA.- En cuanto a la Carpeta N* 574/2011, que refiere a la creación de un Fondo de 
Solidaridad de Infortunios Violentos, parte o buena parte del tema que pretende regular fue 
contemplado en el proyecto de ley que refiere a la violencia doméstica. Ahora bien; también cabe decir 
que este proyecto de ley tiene un alcance mayor porque no refiere solo a esos episodios sino, en 
general, a víctimas de hechos violentos que no tienen por qué ser solo de violencia doméstica, que es 
una de las formas de violencia. Hay otros casos que se refieren a infortunios violentos. 


Sin perjuicio de que el tema se archive hasta el inicio de un nuevo período, manifiesto mi 
voluntad de solicitar su desarchivo porque, reitero, abarca una esfera mayor que el de la violencia 
doméstica -que es uno de los capítulos de esta iniciativa- tema muy importante que fue contemplado 
en el proyecto de ley que votáramos, hace pocos días, en el Senado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos totalmente de acuerdo, señor Senador. No obstante, el trámite 
parlamentario obliga al archivo de hecho al terminar el año, lo que no implica que no podamos seguir 
tratándolo el año que viene, procediendo el Presidente de la Comisión al pedido de desarchivo de la 
Carpeta. 


SEÑOR SOLARI.- Concuerdo totalmente con el planteo formulado por la señora Presidenta. Es 
preferible que expire el plazo en forma automática y solicitar el desarchivo de la Carpeta el año 
próximo. 


SEÑORA PRESIDENTA. No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 53 minutos) 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


